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■ Entrevista 

El Alegato del Defensor de Pino ch et 
Pablo Rodríguez Rompe el Silencio 

La defensa se la jugará una vez más por 
el debido proceso, que significa pedir y 

aceptar los exámenes médicos ahora y no 
si es desaforado. 

Por PILAR MOLINA A. 

P 
OR fin rompe su silen­
cio. Pablo Rodríguez 
Grez está hace meses a 
la cabeza -él dice, "co­
ordinando"- del equi­
po que defiende al ge-

neral (R) Augusto Pinochet. Se 
pensó incluso que se iba a hacer 
cargo de los alegatos ante la 
Corte de Apelaciones, pero ter­
minó de disipar esa posibilidad 
un incidente con el perro de Mi­
guel Schweitzer. La caída de es­
paldas ante lo que él vio como 
un ataque del mastín -un ju­
gueteo, según su amo- le signi­
ficó una operación al cerebro a 
fines de marzo y una larga con­
valecencia. 

El es civilista, y de los bue­
nos de la plaza, al que recurren 
todas las empresas cuando se 
les viene el cielo encima. Esta 
semana celebraba el fallo que 
absolvió a José Yuraszeck de pa­
gar la multa a que lo condenó la 
Superintendencia de Valores 
por el caso Chispas en 1997. 

Pero en penal, Rodríguez 
tampoco lo hace mal. Fue él 
quien logró que se absolviera al 
general César Mendoza en el ca­
so Degollados que le significó la 
salida de la Junta de Gobierno. 
El también impidió que despo­
jaran de su cargo de Director de 
Carabineros al general (r) y ac­
tual senador electo Rodolfo 
Stange, acusado de obstrucción 
a la justicia en el mismo caso, 
en 1994. Si hasta el Chino Ríos 
recurrió a sus servicios con éxi­
to. 

Con 62 años y casado con Ma­
ría Eugenia Varela, ninguno de 
sus cuatro hijos -entre los 31 y 
23 años- r,arP.<'P. clisr,uP.sto a sP.­
guir su rumbo. El único que es­
tudió y egresó de derecho, des­
deñó titularse, prefiriendo dedi­
carse a la agricultura, trabajan­
do el campo de su padre en 
Casa blanca. 

Nos recibe en la Universi­
dad del Desarrollo, donde es de­
cano de la facultad de Derecho. 
El abril del 97 cortó el cordón 
umbilical con su facultad madre 
de Derecho en la Chile -donde 
varias veces los alumnos lo pre­
miaron como al mejor profe­
sor- por el veto político de al­
gunos estudiantes a su postula­
ción como decano. Le impugna­
ban su pasado pinochetista y el 
haber sido uno de los fundado­
res de Patria y Libertad. Rodrí­
guez descartó totalmente re­
crear este movimiento en 1998, a 
propósito del arresto en Lon­
dres del general Pinochet. Se­
ñaló que las circunstancias eran 
enteramente distintas a la "ten­
tativa totalitaria de destruir la 
democracia" de la Unidad Popu­
lar, como justificó su creación 
en 1970. 

Su candidatura a la Presi­
dencia de la República en 1988 
murió sola y tampoco tuvieron 
éxito los "duros", entre los que 
él se contaba, cuando en los 80 
se tironeaban la transición con 
los llamados "blandos". Pero si 
no ha tenido esplendor en polí­
tica, Rodríguez ha sido brillante 

en la cátedra y en los tribunales. 
Y ese capital es el que está 
aportando a la defensa del gene­
ral, cuyo desafuero comienza a 
correr esta semana su última 
etapa, ante la Corte Suprema, 
que debe ratificarlo o rechazar­
lo en la causa de 19 desapareci­
dos que así tipificó y tramita el 
juez Juan Guzmán. 

-¿Que sea Ricardo Rivade­
neira el que alegue, y no usted, 
responde a que él es un abogado 
identificado con la defensa de los 
derechos humanos? 

-No, lo escogimos porque es 
un gran abogado penalista, 
alega muy bien, es muy respe­
tado en los tribunales y es un 
hombre muy objetivo y veraz. 

"Sentencia política" 
- ¿Cree que los tribunales 

tienen la independencia suficien­
te para fallar en un caso como el 
de Pinochet? 

- El grado de independencia 
que tiene la Corte de Apelacio­
nes -donde los ministros están 
siempre mirando el ascenso- es 
menor que el de la Suprema, cu­
yos ministros sólo aspiran a ser 
miembros de la corte celestial. 
Pero tampoco puedo ignorar 
que muchas cosas que le intere­
san son directamente depen­
dientes del gobierno y, por lo 
tanto, es un tribunal que siem­
pre tiene cierta sensibilidad y 
afinidad con el gobierno de tur­
no. 

Criticando el sistema de no­
minación de los magistrados 
-sobre lo cual se extiende­
concluye: 

-1,a sentencia de la Corte 
de Apelaciones en e l desafuero 
de Pinochet es, desgraciada­
mente, una sentencia política y 
no jurídica. 

-¿Intervino el gobierno en 
esa decisión? 

-No tengo ninguna duda 
que ha hecho lobby a través de 
ciertas personas que se han co­
nectado con los ministros. Al go­
bierno le basta con hacer saber 
su opinión para inclinar en su 
favor una decisión judicial. Yo 
habría podido decir sin niguna 
duda cómo iban a votar seis o 
siete ministros que todos sabe­
mos que son tremendamente afi­
nes al gobierno. 

-Pero hay duros de lado y la­
do. 

- Yo no usaría esa expresión 
tan contundente, diría que se 
trata de personas con mayor o 
menor afinidad, aunque hay mi­
nistros en los cuales, estoy con­
vencido, sus posiciones políticas 
fueron determinantes en la de­
cisión que tomaron. 

-¿Frente a Pinochet los mi­
nistros toman primero la deci­
sión política y después buscan los 
códigos para respaldarla? 

- Yo no tengo ninguna duda 
que es así. El caso Pinochet es 
esencialmente político. Primero 
se toma la decisión política y 
después se justifica legalmente. 
Es tan débil la sentencia de la 
Corte de Apelaciones, que está 
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demostrando claramente que se 
optó por una decisión política 
para luego mal fundamentarla 
en una especie de raciocinio ju­
rídico muy pobre. 

-¿Los ministros de la Su­
prema también se van a dividir 
políticamente? 

-Hay ministros en la Corte 
Suprema que tienen mayor com­
promiso político -y todos sabe­
mos quiénes son-, pero yo ten­
go confianza en que predominen 
los que son completamente in­
sensibles a esos factores. 

-¿Puede influir que Lagos 
hiciera suya públicamente lo que 
llamó la doctrina Guzmán, de juz­
gar los desaparecidos como se­
cuestros? 

- Todos esos factores tienen 
significación y sumándose van 
inclinado de alguna manera las 
posiciones en favor de lo que el 
gobierno aspira. 

-¿Qué repercusión tiene que 
el Consejo de Defensa del Estado 
(CDE) se hiciera parte en contra 
de Pinochet? 

- Tiene mucha influencia. 
El gobierno de Chile solicitó a 
Inglaterra no seguir adelante el 
juicio de extradición contra el 
general Pinochet -y ése es un 
antejuicio, al igual que el ante­
juicio del desafuero-, porque 
no estaba en condiciones de de­
fenderse y argumentando el de-

bido proceso. Esa decisión del 
gobierno chileno comprometió 
al Estado en todos sus poderes e 
instituciones. Resulta aberran­
te, entonces, que el CDE desdiga 
el compromiso internacional 
que Chile adoptó tomando pre­
cisamente la postura inversa en 
el país. Eso solamente puede 
emanar de una persona como 
Clara Szczaranski que sabe bas­
tante poco de derecho. 

-¿Cree que hay una motiva­
ción política? 

-No tengo ninguna duda, la 
señora Szczaranski no es una 
persona que actúe por motiva­
ciones estrictamente jurídicas. 

-¿Se equivoca Pablo Lon­
gueira cuando dice que no tiene 
sentido apelar porque Pinochet 
"está desaforado a todo evento"? 

-Si la Corte Suprema con­
firma el desafuero quiere decir 
que Longueira tiene razón, pero 
si lo revoca, quiere decir que la 
razón la tenemos nosotros, que 
hemos hecho fe en ella y hemos 
apelado en la convicción de que 
el fallo no puede mantenerse. 

-¿El fallo sólo será jurídico 
si no confirma el desafuero? 

-No. Yo no descarto la posi­
bilidad que pueda confirmarse 
el desafuero en un fallo bien 
fundamentado jurídicamente. 
Pero si la sentencia es seria, 
tengo la convicción más abso-
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"La Corte 
Suprema es 
un tribunal 
que siempre 
tiene cierta 
sensibilidad y 
afinidad con 
el gobierno de 
turno". 

luta que van a tener que darle la 
razón al general Pinochet, por­
que van a tener que respetar el 
debido proceso, donde ha ha­
bido una serie de irregularida­
des graves. 

-Se ha argumentado que la 
solución intermedia sería que 
una vez desaforado se le ordenen 
los exámenes médicos. 

-Eso es buscar una solución 
política y no la solución jurídica 
que cabe dentro del Estado de 
Derecho, que es la aplicación de 
la ley. Si ese es el camino por el 
que opta la Corte Suprema va a 
haber un capítulo más de des­
prestigio de nuestros tribunales 
de justicia. 

Exámenes sólo ahora 
- ¿Ustedes van a insistir en 

los exámenes médicos a pesar 
de ... 

-Por favor -interrumpe­
no vamos a insistir en los exá­
menes médicos, vamos a insistir 
en el debido proceso. Lo que no­
sotros estamos diciendo es há­
ganse esos exámenes previa­
mente porque si efectivamente 
nosotros, los médicos ingleses y 
el gobierno inglés - que lo de­
volvió porque por razones de sa­
lud, no de locura o demencia, 
estaba impedido de defender­
se- tenemos razón, quiere decir 
que no puede haber un debido 
proceso y que de acuerdo con la 
norma constitucional que lo es­
tablece, no se le puede proce­
sar. Eso es todo. 

-Es atribución de la Corte de 
Apelaciones ordenar esos perita­
jes y ya rechazó hacerlo. 

- No, lo que puede hacer la 
Corte de Apelaciones, con más 
razón lo puede hacer la Corte 
Suprema por la vía de la apela­
ción. 

- Pero según el CDE y los 
querellantes, la Suprema no tiene 
ninguna competencia para orde­
narlos. 

- Esa es otra manifestación 
de la ignorancia del CDE, por­
que la Corte Suprema tiene la 
supervigilancia de todos los tri­
bunales de la República y tiene 
todas las prerrogativas para en­
mendar o anular el fallo . Puede 
establecer, por ejemplo, que 
aunque los exámenes médicos 
no fueron decretados, la Corte 
de Apelaciones los ordenó en la . 
votación 11-11 por el principio 
in dubio reo, y eso puede ser ra­
zón de que se anule la senten­
cia. 

- ¿No puede interpretarse 
más bien que si no hubo mayoría 
para sostener esa resolución, la 
de los exámenes, no existió y 
punto? 

- Eso no pueden decirlo los 
ministros, sino que la ley, que 
establece dos caminos frente a 

un empate: aplicar el principio 
in dubio reo o integrar más 
miembros al tribunal para diri­
mir el empate. Pero la Corte no 
puede legislar sobre el valor de 
las votaciones. 

-¿Cree que los supremos se 
atrevan a anular la sentencia de 
desafuero, para ordenar esos pe­
ritajes clínicos? 

-La misma pregunta da un 
poco la respuesta... ¿se van a 
atrever? Volvemos al concepto 
si la Corte va a fallar jurídica o 
políticamente. Si falla jurídica­
mente no tendría por qué no 
atreverse porque significa apli­
car la ley. 

-¿Cuántas veces se ha reu­
nido con el general Pinochet? 

-Varias. 
-¿Entiende él el proceso al 

cual está siendo sometido? 
-Esa pregunta podría con­

testarla un médico, no yo. El ge­
neral tiene un desenvolvimiento 
social, llamémoslo así, relativa­
mente normal, pero de ahí a que 
esté en condiciones de reconsti­
tuir un escenario que ocurrió 27 
años atrás y tener pleno conoci­
miento y dominio de todas las 
circunstancias que rodearon los 
hechos, a propósito de la misión 
que se le entregó al general Are­
llano, hay una distancia muy 
amplia. 

-¿Le ha dado el visto bueno a 
la estrategia para defenderlo? 

-No, si el general Pinochet 
no ha dado ningún visto bueno 
porque nunca hemos conver­
sado con él sobre la estrategia 
de la defensa. 

-¿Y qué va hablar con él en­
tonces? 

-Lo voy a ver amistosamen­
te, le voy a contar lo que esta­
mos haciendo para que tenga un 
cierto nivel de tranquilidad 
frente a la persecución implaca­
ble de que ha sido objeto. 

-¿Pero él no opina? 
-No ha dado ninguna opi-

nión, salvo tener confianza en la 
gente que lo está representando. 

-¿No opina porque no quiere 
- -

o porque no está capacitado? 
-No estoy en condiciones 

de decir eso .. .Lo único que le 
puedo afirmar es que nunca nos 
ha dado ninguna opinión, ningu­
na instrucción, no nos ha re­
constituido los hechos como 
ocurre con cualquier cliente del 
mundo que lo primero que res­
ponde a su abogado es qué ocu­
rrió. Y si tiene recuerdos c.onfu-

"En tas causas que se. 
refieren a Pinochet, 
primero se toma la 
decisión política y 
después se justifica 
legalmente'f. · 

sos, uno le pide reconstituir los 
hechos conversando con los pro­
tagonistas, recolectando docu­
mentos o indicios. Pero nosotros 
no le podemos pedir a él que ha­
ga este trabajo que hace cual­
quier cliente en una oficina de 
abogados. 

-Según el ministro Sergio 
Muñoz (en prevención del voto de 
mayoría), el debido proceso está 
asegurado en el procedimiento 
legal, donde, entre otras cosas, 
está la obligación de los exáme­
nes médicos para un inculpado 
mayor de 70 años, pero eso co­
rresponde al juez de la causa y 
una vez que esté desaforado el 
parlamentario. 

- Lo que pasa es que el mi­
nistro Muñoz parece que no le 
da la debida importancia a la 
disposición constitucional que 
alteró todas estas disposiciones 
legales en virtud del principio 
de la supremacía constitucional. 
Lo importante es que la Consti­
tución de 1980 establece el con­
cepto del debido proceso, de 
uno racional y justo, que en e~te 
momento está establecido en 
tratados internacionales que 
tienen valor de ley en Chile, y 
que esta disposición constitucjo­
nal prima sobre las demás dis­
posiciones legales. Las subordi­
na. Y lo que tiene que hacer µn 
tribunal de derecho es darle 
prioridad y supremacía a la npr­
ma constitucional, por sobre la 
norma legal, como el Código de 
Procedimiento Penal. 

_:¿Dónde queda la igualdad 
ante la ley si a Pinochet no se le 
desafuera porque no está en las 
condiciones mentales adecua­
das y eso, en cambio, no se con­
sideró para procesar y encane­
lar a Mario Silva Leiva, qui~n 
murió en la cárcel de un infar­
to, y para procesar a un profesor 
que dio muerte a su hija y a dos 
docentes, a pesar de que se t!n-

• 

♦ 

• 



11 cuentra semi vegetal? 
-A nadie se le puede proce­

sar sin el debido proceso. El 
, error no está en aplicarle el de­
~ 1 bido proceso al general Pino­

chet, sino que en no habérselo 
"~ aplicado a los demás. ¿Dónde 

u hemos visto que existan institu­
ciones jurídicas y porque no se 
le hayan aplicado a los demás 
tampoco se le apliquen a la gen-

, te que l~s reclama? 

" 

-Lo curioso es que a propó­
sito de Pinochet se tenga que 
cambiar todo el procedimiento 
penal chileno, que hasta -ahora 
sólo ha considerado como exi­
mente procesal la locura o de-
mencia. 

-No se está cambiando a 
propósito del general Pinochet, 

,., sino que a propósito de la trans­
formación de la Constitución. Si 
los demás no lo alegaron, si los 
tribunales no fueron capaces de 
aplicarlo de oficio a los demás 
casos, eso no significa que, exis­
tiendo el derecho, no pueda 
aplicársele al general Pinochet. 

• Y aquí volvemos al concepto po­
lítico- jurídico. Es político decir 
que como a los demás no se les 
aplicó, tampoco se le puede 
aplicar al general Pinochet. Pe­
ro el razonamiento jurídico tie­
ne que ser distinto: a usted se lo 
aplico y a los demás, en lo suce­
sivo, se lo aplicaré igual. 

-Pinochet está dispuesto a 
ser liberado por los exámenes 
médicos como fundamento del de­
bido proceso. ¿Pero se opondrá a 
que se le practiquen una vez de­
saforado? 

-El general Pinochet está 
dispuesto a someterse a los exá­
menes médicos que decrete la 
Corte Suprema para los efectos 
de evitar el desafuero y mante­
ner naturalmente su fuero par­
lamentario. En el evento en que 
sea desaforado, no está dispues­
to, porque si los admitiera, que­
daría en la imposibilidad de 
probar su inocencia en e l futu­
ro. Y aun cuando su salud esté 
deteriorada y no esté en condi­
ciones de defenderse, su familia 

, tiene la justa razón de decir: mi­
re, en ese caso, yo prefiero que 
no existan exámenes médicos y 
que vayamos al f~mdo del pro­
blema y que tratemos por todos 
los medios de defenderlo para 
conservar su imagen histórica 

,de que no es culpable. 
-¿No es porque no quiera sa-

- lir liberado por locura y demen-
cia? 

-Nooo, quiero que deje muy 
claro que no está loco, senil ni 
demente, ·está enfermo. 

-¿Pero cuál es la diferencia 
en que se someta a ellos ahora, 
que después de desaforado? 

-Que si la Corte Suprema 
los ordena y conforme a ellos se 
comprueba que no está en con­
diciones de defenderse, la sen­
tencia de desafuero tiene que 
ser revocada y dejada sin efecto. 
Queda con su fuero y no es juz­
gado. Si es desaforado, en cam­
bio, y se le practican exámenes 
médicos, quiere decir que ellos 
tienen por objeto liberarlo en 
razón de una locura o demencia 

,, que no tiene, y como consecuen­
cia de eso, impedirle que se de-

1 fienda en el juicio. 
-¿Y Pinochet puede recha­

zar los peritajes clínicos ordena­
• ... dos por el juez? 

- No es voluntario, pero tam­
poco existe ninguna manera pa-

, · ra obligar a una persona a ha­
cérselos. No me imagino cómo. 

- -¿Está la defensa tratando 
de hacer una advertencia para 
impedir que sea desaforado? 

,' • -Ninguna advertencia, esta-
~ mos diciendo lo que vamos a ha­

cer. Si hay desafuero, él, su fa-
1 milia y sus abogados están dis­

puestos a hacer cualquier es­
fuerzo del mundo para 
'demostrar que las acusaciones 
de que es objeto son completa­
mente infundadas. 

~ El falso secuestro 
-¿Qué sentido tiene insistir 

en que no se trata de secuestros, 
cuando jurídicamente se acepta 
que se pueda aplicar esta tipifica­
ción a los desaparecidos y cuando 
hasta el voto de minoría (salvo los 
ministros Camposano y Villa­
rroel) dio por justificado en el 
proceso "la existencia del delito 
reiterado de secuestros califica­
dos"? 

- Pero es un error desde el 
-punto de vista juridico porque 
nadie en Chile ignora -ni los 
jueces, ni los querellantes, ni 
los autores o la Mesa de Diá­
logo- que las 19 personas por 
las que se pide su desafuero fue­
ron ilegalmente ejecutadas y sus 
cuerpos hechos desaparecer. 
¿Cómo puede pedirse el desa­
fuero por 19 secuestros califica­
dos, cuando lo que hay aquí, co­
mo señaló alguien, es un secues-

1 tro de muertos? Por eso el mi-

"No tengo ninguna duda de que el gobierno ha hecho lobby a través de ciertas personas que se han conectado 
con los ministros". 

nistro Guzmán no anda 
buscando a las personas reteni­
das, sino que los restos que se 
hicieron desaparecer. Todo este 
proceso está fundado en un he­
cho que es falso, el del secues­
tro, para efectos de procesar a 
una persona y no aplicar la ley 
de amnistía y la prescripción. 

-Son delitos que ocurrieron 
hace 27 años, que no van a pres­
cribir jamás, mientras no apa­
rezcan los cuerpos, de acuerdo 
al criterio de la Corte de Apela­
ciones. Es la tesis del Presiden­
te de la República de la época, 
Patricio Aylwin, que le pidió a 
la Suprema modificar su crite­
rio respecto a la aplicacion de 
ley de amnistía y según la cual, 
mientras no aparezcan los res­
tos hay un secuestro calificado. 
Es una tesis política, emanada 
del Poder Ejecutivo, que recep­
cionó la Corte Suprema por la 
imprudencia del Presidente 
Aylwin. 

-Como fuere, lo cierto es que 
la sala penal de la Suprema 
(cuando vio el recurso de amparo 
de los querellados) ya corroboró 
el procesamiento por secuestro 
calificado y señaló que la aplica­
ción de la amnistía o prescrip­
ción es materia del fondo. 

-Si, pero la sala penal está 
compuesta por cinco de los 20 
miembros de la Corte Suprema. 
Por lo menos podrá haber una 
revisión de los otros 15 minis­
tros y establecerse que estando 
todas las personas fallecidas, no 
puede hablarse de secuestros 
calificados. 

-¿Y si la Suprema asume la 
tesis de los querellantes, que lo 
que constituye una ficción jurí­
dica es sostener que las víctimas 
están muertas, porque su muerte 
no está jurídicamente acreditada 
en el proceso? 

-La muerte está acreditada 
en el proceso desde el momento 
en que todas las personas tienen 
un certificado de defunción, que 
la Corte Suprema ha dicho que 
no tienen mérito porque ha­
brían existido irregularidades 
en su otorgamiento. Tendría que 
anularlos, pero tampoco lo ha 
hecho. Y a través de esos certifi­
cados es como se acredita la 
muerte en un proceso. Pensar 
que sólo ocurre por encantar los 
restos y practicarles la autopsia 
es un tremendo error jurídico, 
que no ha sostenido sostenido 
jamás la jurisprudencia en más 
de un siglo. Los funcionarios de 
la CNI que robaron el Banco del 
Estado en Calama, y dinamita­
ron los cuerpos de los funciona­
rios del banco, fueron condena­
dos a muerte por homicidio cali­
ficado. A nadie se le ocurrió 
procesarlos por secuestro califi­
cado. 

No hay pruebas 
Pablo Rodríguez rebate el 

alegato del CDE y los querellan­
tes, en el sentido que la Corte 
Suprema debe ahora ratificar el 
desafuero porque se dan los dos 
requisitos que establece la ley 
para ello: la acreditación del de­
lito y las sospechas de participa­
ción de Pinochet, y que es al 
juez Guzmán a quien correspon­
derá después calificar el delito 
y la participación. 

El abogado refuta no sólo 
que el delito de secuestro califi­
cado esté acreditado, sino que 
también las dos sospechas en 
que fundó la sentencia de desa­
fuero la Corte de Apelaciones. 
Frente a que hubo una delega­
ción de facultades jurisdiccio­
nales de Pinochet al general (r) 
Arellano, argumenta: 

los consejos de guerra pudieran 
funcionar normalmente. 

Y en relación a la segunda 
sospecha, relacionada con las 
declaraciones del general J oa­
quín Lagos, de Antofagasta, Ro­
dríguez prosigue: 

-El le da cuenta al general 
Pinochet de ejecuciones irregu­
lares, no de secuestros, y en se­
gundo lugar, cuando él escucha 
esta denuncia, lo primero que 
hace es ordenar que Arellano 
retorne de inmediato a Santiago 
con el objeto de ponerle fin a 
cualquier tipo de situación irre­
gular. Esas son las únicas dos 
sospechas que han podido, con 
tremendo esfuerzo, reunirse 
contra el general Pinochet, nin­
guna de las cuales conduce a la 
conclusión que participó en se­
cuestros calificados y mucho 

"La Cort~ Suprema 
tiene todas /as 
prerrogativas para 

· enmendar o anularla 
sentencia de 
desafuero". 

menos, en homicidios. 
-¿Pero usted admite que la 

comitiva al mando de Arellano 
fue responsable de 72 ejecucio­
ne:. irregulares? 

- Acepto los hechos, pero no 
sé qué responsabilidad tuvo 
Arellano. Yo no estoy en condi­
ciones de decir quién fue direc­
tamente el responsable de la co­
misión de esos gravismos deli­
tos. 

-¿Y reconoce que Arellano 
exhibió a los jefes militares zona­
les el poder delegado? 

-Lo que exhibió fue una 
carta o un oficio del general Pi­
nochet en que lo designaba de­
legado para los efectos de uni­
formar el funcionamiento de los 
consejos de guerra. Y nadie en 
el proceso ha sostenido que el 
general Arellano tuviera facul­
tades jurisdiccionales, ni que 
estuviera autorizado por el Pre­
sidente de la República para 
aplicar determinadas penas. 
¡Nadie! 

- Pero los generales zonales 
también señalan que no se atre­
vieron a oponerse a Arellano, 
pensando que arriesgaban hasta 
su vida, dado su condición de de­
legado de Pinochet. 

- Pero una cosa muy clara es 
que el general Pinochet, como 
superior jerárquico, no puede 
ser culpable porque funciona­
rios subalternos no hayan cum­
plido con su deber por temor. 

-¿Pero no es suficiente para 
sospechar que en un Ejército je­
rárquico, el superior, a pesar de 
estar informado de los 72 asesina­
tos, no haya ordenado investigar­
los nunca"! 

- Al general Pinochet no le 
correspondía ordenar la investi­
gación, sino que a los jefes mili­
tares de cada una de las regio­
nes, de acuerdo con el Código de 
Justicia Militar. 

-Pero resulta que a ellos (Ja­
ña, Reveco, Rivera, Lagos, Lapos­
tol) los destituyeron, los tortura­
non o encarcelaron, como señaló 
el querellante Juan Bustos en su 
alegato. 

-¿Y cómo se explica que pre­
miara y ascendiera a los miem­
bros de la comitiva? 

-Es absolutamente falso 
que los haya premiado. Tam­
poco los ascendió. El general Pi­
nochet sólo tuvo facultades para 
ascender hasta el año 1973. Eso 
está absolutamente acreditado. 

-Clara Szczaranski alegó lo 
contrario, que a través de un de­
creto de septiembre de 1973 Pino­
chet asumió personalmente la ca­
lificación de los oficiales. 

-¿Pero hasta cuándo las 
asumió? Hasta diciembre de 
1973 y ninguna de estas perso­
nas fue ascendida antes de esa 
fecha. Fueron ascendidos a par­
tir del 74 y por las juntas califi­
cadoras, no por Pinochet. 

-¿Y no es sospechoso que 
después haya encargado a dos 
personas de la comitiva -Espi­
noza y Fernández Larios- la se­
guridad de la sede de gobierno, lo 
que los suponía de su confianza? 

-Si el general Pinochet no 
encargaba específicamente a 
determinadas personas ese tipo 
de cosas. Eran las autoridades 
superiores. Y mientras una per­
sona no babia sido investigada 
ni condenada, no tenía por qué 
suponer que había cometido ac­
tos irregulares. 

-Esta famosa caravana de la 
muerte, como ia denominan 
-siempre tienen nombres de 
fantasía para venderlos pública­
mente: la matanza de Corpus 
Christi, el degollamiento de los 
profesionales-, recorre varios 
lugares del país donde se dan 
irregularidades, pero, ¿iba a es­
tar investigándolas el general 
Pinochet, dentro de un país con­
vulsionado, donde había una 
guerra civil larvada, con enfren­
tamientos, una economía des­
truida y problemas sociales y 
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sindicales? Estos hechos gravísi­
mos debieron haber sido inves­
tigados por quienes tenían la 
función de hacerlo. 

-¿Cuánto tiempo lleva usan­
do corbata negra en recuerdo de 
su padre? 

-Cuarenta ... 
-¿Usted enterró a su padre y 

sigue en duelo después de 40 
años y Pinochet en 17 años de go­
bierno no tuvo tiempo para pedir 
cuentas por 72 asesinatos, en mu­
chos de los cuales sus deudos no 
han podido hacer el duelo al no 
tener los restos? 

-No estaba enterado de to­
do y no siguió ahondando por­
que estaba en otra cosa. Yo creo 
que el dolor de los familiares de 
las víctimas es tremendamente 
respetable, pero aquí atravesá­
bamos por un proceso revolucio­
nario y los procesos de esa natu­
raleza arrastran a situaciones 
tan trágicas como esta que todos 
lamentamos. Pero 27 años des­
pués no podemos reconstituir 
todos los odios y dolores. Hay 
que buscar una fórmula de po­
nerle fin, porque no fueron las 
FF.AA. las que desataron la vio­
lencia en este país. 

-Pero el tema ya está en los 
tribunales, ¿cómo lo saca? 

- No hay que sacarlo, sino 
que una forma de cerrar las he­
ridas es que se aplique la ley de 
amnistía, y se rechace el desa­
fuero , que se aplique la pres­
cripción, pero que se sancione a 
quienes corresponda, por deli­
tos no cubiertos por la ley de 
amnistía o no prescritos. En su­
ma, apliquemos el Estado de De­
recho y no lo acomodemos para 
aplicar sanciones sólo a quien 
yo quiero perseguir, a l margen 
de lo que establecen las leyes. 

Responsabilidad penal, 
no 

Rodríguez considera un 
error que la sentencia de desa­
fuero de la Corte de Apelacio­
nes de Santiago haya descartado 
la alegación de un juicio polí­
tico previo, estableciendo que 
Pinochet no tiene el fuero que 
la Constitución consagra a los ex 
jefes de Estado, porque a la fe­
cha de los ilícitos, en octubre 
del 73, sólo era presidente de la 
Junta Militar y no de la Repúbli-
ca. 

-En derecho decimos que 
las cosas son lo que son y no co­
mo las denominamos. El general 
Pinochet tenía el fuero que la 
Constitución establece en favor 
del Jefe de Estado porque en 
ese momento lo era, aunque lo 
fuera con el nombre de Presi­
dente de la Junta. Tenía las fun­
ciones de tal, y todas las nacio­
nes lo reconocieron así. 

-¿Usted está de acuerdo con 
Rivadeneira en que Pinochet pu-
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do tener responsabilidad política 
en estos crímenes? 

-No cabe ninguna duda, pu­
do haber habido una responsa­
bilidad política frente a las in­
fracciones de esta gravedad. El 
general Pinochet pudo haber to­
mado cartas en el asunto, orde­
nando determinadas investiga­
ciones, pero ese es un problema 
de carácter político, no penal. 
Este asunto es tan político que 
la Constitución establece que un 
ex Presidente sólo puede ser 
acusado constitucionalmente 
hasta seis meses después de de­
jar el cargo, porque se entiende 
que las infracciones de carácter 
institucional -no los delitos 
personales- tienen que tener 
un plazo de prescripción muy 
breve. De otra forma, se mantie­
nen indefinidamente los odios 
políticos. Y resulta repugnante, 
a la luz de lo que buscó el cons­
tituyente, querer prolongar la 
situación por 27 años. 

-Pero el ministro Sergio Mu­
ñoz señaló que si el gobierno mi­
litar bloqueó poder acusar consti­
tucionalmente a Pinochet por ac­
tos anteriores a marzo del 90 (en 
artículo tercero transitorio de la 
Ley del Congreso), por el princi­
pio de la inexcusabilidad, los ór­
ganos judiciales están obligados 
igual a intervenir si son reclama­
dos a hacerlo. En este caso, signi­
fica juzgarlo, sin un juicio polí­
tico previo. 

-Efectivamente, pudo haber 
sido acusado constitucionalmen­
te y durante seis meses a partir 
del 12 de marzo de 1990, lo que 
no ocurrió, pero pudo hacerse. 

- ¿Cómo, si ese artículo tran­
sitorio limitó la acusación consti­
tucional a actos posteriores al 11 
de marzo de 1990? 

-A mi juicio, esa norma 
transitoria no afecta la facultad 
del Congreso para los efectos de 
formular esa acusación. Se pudo 
hacer y no se aprovechó. Y en 
segundo lugar, el principio de la 
no excusabilidad obliga al tribu­
nal a pronunciarse, pero no a 
acoger el desafuero. 

-Por último, ¿no sería un pé­
simo escenario para Pinochet que 
su desafuero fuera rechazado? Al 
día siguiente enfrentaría sucesi­
vas peticiones de desafuero por 
otras querellas. 

-Ese es un juicio práctico. 
~ 1 - - • - • 

El deber del abogado es impug­
nar un desafuero que no está 
fundado en un hecho ilícito y 
sospechas, pero yo espero que 
se acoja el debido proceso. Este 
argumento era rechazado en 
1950, pero es lamentable que 
hoy lo rechacen juristas como 
Juan Bustos. Y que se aplique 
por primera vez justamente a Pi­
nochet tiene más valor porque 
quiere decir que se sustraen los 
odios para aplicar la Constitu­
ción como corresponde.■ 
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-Pinochet jamás tuvo facul­
tades jurisdiccionales de ningún 
orden para poder haberlas dele­
gado en el general Arellano. Y 
jamás tampoco delegó en él nin­
gún tipo de facultades, sino que 
Arellano fue un delegado que 
tenia por objeto uniformar que 

- En primer lugar, ninguno 
de ellos fue torturado ni perse­
guido. Y si ellos encontraron 
una anormalidad, debieron ha­
ber ordenado la investigación 
correspondiente. Eso era lo 
único que procedia, no que lo 
hiciera el Presidente de la Jun­
ta Militar o de la República, que 
estaba en otra cosa, tratando de 
gobernar el país que se encon­
traba en condiciones realmente 
desastrosas. 
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